
INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia.  Enero a Junio de 2005 INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia.  Enero a Junio de 2005

En este trabajo se analizan la auditoría 
operativa de gestión pública y la función 
que ejercen en ella los denominados Ór-
ganos de Control Externo (OCEx) de la 
administración pública española. Para 
ello se definen las funciones y el alcance 
de la auditoría operativa de gestión en 
el sector público, así como se expresan 
las definiciones y las funciones de esta 
auditoría según la legislación y la nor-
mativa. A continuación se estudian las 
funciones de los OCEx en la auditoría 
operativa de gestión pública en aspectos 
tales como su semblanza, información 
a emitir, sus relaciones con los órganos 
de control interno y la colaboración 
de auditores privados en la auditoría 
pública. Finalmente se formulan unas 
conclusiones.

Funciones y alcance de la auditoría 
operativa de gestión pública

Alcance de la auditoría operativa en los 
sectores privado y público

Se pueden considerar tres tipos de 
auditoría: 1) auditoría de estados finan-
cieros, 2) auditoría de cumplimiento y 
3) auditoría operacional (u operativa, o 
de gestión).

La auditoría de estados financieros cu-
bre ordinariamente el balance general y 
los estados relacionados de resultados, 
ganancias retenidas y flujos de efectivo.

La auditoría de cumplimiento verifica 
el grado de cumplimiento de criterios 
o normas reconocidas como las leyes y 

regulaciones establecidas o las políticas 
y procedimientos de una organización.

La auditoría operacional es el estudio 
de una unidad específica, área o pro-
grama de una organización con el fin 
de medir su desempeño. El desempeño 
también se juzga en eficiencia, es decir, 
el éxito en utilizar de la mejor manera 
los recursos disponibles. Debido a que 
los criterios de efectividad y eficiencia 
no están tan claramente establecidos 
como los Principios De Contabilidad 
Generalmente Aceptados y muchas 
leyes y regulaciones, una auditoría ope-
racional tiende a exigir un juicio mucho 
más subjetivo que el de las auditorías de 
los estados financieros o las auditorías 
de cumplimiento (Whittington y Pany, 
2000, p. 9).

Por la finalidad de este trabajo nos re-
feriremos en adelante a las auditorías 
operacionales, si bien de la propia 
definición de ésta, expuesta en el pá-
rrafo anterior, se puede deducir que su 
cometido se puede traslapar con el de 
otros tipos de auditoría. Seguidamente 
relacionaremos los que, según Jones y 
Bates (1994, p. 18), puede realizar el 
auditor en el sector público:

1. Auditoría de la fiabilidad de los sis-
temas (llamada también basic-systems-
based), sobre la fiabilidad del control 
interno. Es la base de otros tipos de 
auditorías.

2. Auditoría de atestación - auditoría de 
cuentas. Tales auditorías requieren 
la formación de opiniones sobre la 
exactitud, la fiabilidad y la propia 
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presentación de agrupaciones y números.

3. Investigación del fraude y prevención. Tales investi-
gaciones abarcan una gran cantidad de trabajos de 
auditoría con el propósito común de señalar la proba-
bilidad o no probabilidad de fraudes y aconsejar a la 
gerencia sobre medidas preventivas. 

4. Auditoría de valor por dinero (VFM). Esta es una va-
loración de la economía, eficiencia y eficacia de una 
organización o de las unidades que la constituyen. 

5. Auditoría informática. Significa auditoría pormeno-
rizada de sistemas informáticos, generalmente como 
parte de unas más amplias auditorías de sistemas, de 
atestación, fraude o VFM.

6. Auditoría de regularidad. Esta auditoría comprende 
los trabajos de probar y comunicar el cumplimiento 
de los estatutos y las regulaciones internas.

7. Auditoría de contratos y proyectos de capital. Son 
sistemas especializados en auditoría de atestación de 
fiabilidad y contabilidad de contratos.

Según estos autores, y la propia definición de auditoría 
operativa, desde el punto de vista del sector público no 
es fácil asignar una definición única de las prácticas de 
auditoría, suficientemente expresable en pocas palabras. 

Alzola Martínez de Antoñana (1997, p. 59) compara de 
forma generalizada las actuaciones de auditoría  que se 
realizan en las empresas privadas con las actuaciones a 
desarrollar en la administración pública, como sigue.

En la empresa privada las características son:

- Existencia de una contabilidad única, regulada por el 
Plan General de Contabilidad  (RD 1643/90).

- El control interno en la empresa privada es voluntario y 
carece de normativa general que lo regule1.

- La revisión del cumplimiento de la legalidad en una 

empresa privada se limita a analizar el cumplimiento 
de la legislación fiscal y mercantil.

- El resultado de la Cuenta de pérdidas y ganancias infor-
ma sobre la actuación económica de la sociedad.

- No suelen existir programas de actuaciones comprome-
tidas que determinen acciones a cumplir, objetivos a 
conseguir, e indicadores que permitan medir la conse-
cución o no de los objetivos marcados.

Por contra, las características de las actuaciones en la ad-
ministración pública son las siguientes:

1. En primer lugar se produce la existencia de dos siste-
mas contables distintos:

- El Presupuesto se caracteriza por proporcionar 
básicamente una visión de Tesorería de la entidad; 
recordar en este punto que la liquidación del presu-
puesto recoge los importes cobrados y los importes 
pendientes de cobro, así como los importes pagados 
y los importes pendientes de pago; dichos registros 
se realizan sin contemplar generalmente el criterio de 
devengo.

- No hay resultado y la cuenta de resultados que elabore-
mos debe leerse como variación del Balance.

2. Respecto al control interno, destacar que el mismo 
viene exigido por ley, regulando entre otros la forma 
de tramitación del Presupuesto, expedientes de con-
tratación, etc.

3. En relación con la revisión de legalidad, destacar 
su complejidad y profundizar tanto en el análisis de 
contratación, adquisición de bienes, contratación de 
obras, etc., así como en el área de contratación de per-
sonal y en el apartado de concesión de subvenciones.

4. El “resultado obtenido” no dice gran cosa, recoge úni-
camente si se ha gastado o si se ha ingresado, pero no 
valora si se ha gastado bien o mal.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

1 La razón por la que el auditor externo presta atención al sistema de control interno se debe, en opinión de W. A. Wallace (1984), a su papel 

intrínseco en la generación de los estados financieros sobre los que el auditor intentará expresar una opinión; en el estudio de este control 

se dan tres objetivos: 1º Comprobar si la entidad es auditable, ya que si por el mero desarrollo de los procedimientos de auditoría, el auditor 

no puede compensar los defectos y errores de la información presentada, la entidad es inauditable. 2º Determinar el grado de coherencia 

que se puede asignar al control interno. 3º Planificar la naturaleza, los tiempos y extensión de los procedimientos de auditoría (pp. 25-26). 

Añade aquí A. Barrantes Barrantes (1997) que,“el auditor necesita no ya sólo de la existencia del control interno, sino que sea manifestable 

y susceptible de ser expresado formalizadamente en la personalización y materialización de sus sistemas y procedimientos” (p. 135).
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5. Por último, destacar la necesidad de mayor informa-
ción, la cual es proporcionada tanto a través de la 
clasificación funcional como de los programas presu-
puestarios, donde se detalla qué se quiere lograr y qué 
se va a hacer para ello, además de la forma de medir la 
consecución de dichos objetivos.

En nuestra opinión, estas diferencias se resumen en que 
mientras que la auditoría privada toma como principal 
referencia y es considerada de forma general como una 
auditoría de cuentas2, la auditoría de la administración 
pública es de hecho una auditoría de la actuación econó-
mica de la entidad (Alzola, 1997, pp. 59-60):  

1. Respecto a la contabilidad. En las empresas privadas 
se audita una sola contabilidad; sin embargo, en 
la administración pública se auditan dos e incluso 
podríamos hablar de tres contabilidades, la presu-
puestaria que incluye la económica y funcional, y la 
contabilidad patrimonial.

2. Respecto a la legalidad. La importancia de auditoría de 
legalidad, en la administración, contrasta con la poca 
relevancia de la legalidad en la auditoría privada.

3. Respecto a la gestión. En la administración pública se 
hace necesario auditar los aspectos de gestión, con el 
fin de comprobar si los objetivos planteados han sido 
alcanzados, si las acciones contempladas se han reali-
zado y si en todo ello se han respetado los principios 
de economía, eficacia y eficiencia. No obstante, en la 
auditoría de la empresa privada no se analizan los 
aspectos de gestión.

      En este apartado se incluiría lo que podríamos llamar 
“auditoría física”, donde se detallarían, por ejemplo, el 
número de kilómetros construidos, el número de 
ancianos atendidos, las actividades deportivas orga-
nizadas, etc.

4. Respecto a los informes. El informe en la empresa priva-
da es corto, mientras que el informe en la administra-
ción pública, además de recoger una opinión por cada 
uno de los conceptos anteriores, describe, asimismo, 
todas las incidencias detectadas.

5. Respecto a la organización del trabajo. En esta área decir 
únicamente que no existen diferencias sustanciales en 
la elaboración del mismo.

Por estas razones, para una firma de auditoría es im-
prescindible disponer de personal especializado en la 
administración pública, es decir, equipos de trabajo que 
realicen básicamente su actuación profesional en el ám-
bito de la administración.

Finalmente, Cervera Notari (1998, p. 57) analiza en el 
siguiente cuadro qué es y qué no es auditoría operativa:

Un ejemplo de las diferencias entre auditoría financiera 
y operativa puede ser el siguiente:

Supóngase que la empresa ha obtenido un préstamo 
bancario. La auditoría financiera comprobará que 
efectivamente el efectivo fue ingresado y contabiliza-
do en la cuenta de activo correspondiente. Asimismo 
comprobará que se ha registrado el pasivo aplicable. 
La auditoría operativa investiga si el préstamo era real-
mente necesario, si la cantidad ha sido la adecuada, si 
el coste de la operación ha sido el mejor posible. Inves-
tigaría si existieran soluciones diferentes, si los niveles 
de inventarios o una errónea política de crédito han 
dado origen a una falta de liquidez que hizo necesario 
el préstamo o si se trata de un plan seriamente desarro-
llado. Debería investigar también cómo se administra 
el activo, analizando la operación desde el punto de 
vista gerencial y de gestión.

En resumen: la auditoría operativa es una técnica que 
se fundamenta en el análisis y comparación de datos, el 
razonamiento lógico y la búsqueda permanente de “una 
forma mejor”.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

2 En el ámbito privado igualmente se pueden llevar a cabo las auditorías operacional y de cumplimiento, si bien estas últimas no están 

institucionalizadas como en los entes públicos.

Si es cuando No es cuando

- Evalúa una actividad 
desde el punto de vista 
operacional.

- Analiza si se cumplen los 
objetivos gerenciales de la 
empresa y particulares de 
la función auditada de la 
forma más eficiente posible.

- Recomienda soluciones a 
las deficiencias observadas 
o medios de mejorar la 
rentabilidad o el control.

- No suplanta los 
medios habituales de 
información.

 - No exime ni 
disminuye las 
responsabilidades de 
los mandos directivos.

- No decide, ordena o 
modifica. Ni siquiera 
participa en la gestión 
operativa o financiera.
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Funciones y alcance de la auditoría operativa de ges-
tión en el sector público

La función ejercida por la auditoría externa3 en el sector 
público es de una responsabilidad altamente importan-
te, responsabilidad que se ha visto incrementada hoy día 
por la demanda que están teniendo las apreciaciones 
“value-for-money, VFM” o “valor por dinero”, expresión 
que compendia los conceptos  de eficiencia, eficacia y 
economía, descritos a continuación.

San Martín Menéndez (1993, pp. 456-457) expresa que, 
al lado de la fiscalización tradicional, en la década pos-
terior a la Segunda Guerra Mundial ha surgido una am-
pliación de su contenido, bajo distintas denominaciones 
pero con un sentido unívoco: la auditoría o fiscalización 
de gestión; la auditoría o fiscalización de economía efi-
ciencia y eficacia; la auditoría o fiscalización de sistemas; 
la auditoría o fiscalización de racionalidad económica 
o de optimización de recursos, etc. Para este autor, los 
fines y los principios informadores de la auditoría de 
gestión son los siguientes:

- La auditoría de gestión persigue la comprobación 
de si el ente auditado ha utilizado, desde el punto de 
vista económico, los recursos financieros puestos a su 
disposición de una forma oportuna, adquiriendo los 
distintos factores de la producción utilizados en las me-
jores condiciones de precio, de acuerdo con la calidad 
requerida; investigando el cumplimiento de los objetivos 
propuestos y en su caso las desviaciones observadas y sus 
posibles causas.

- Los principios que informan este concepto moderno 
de fiscalización, o auditoría de gestión del sector públi-
co son los siguientes:

• El principio de “eficiencia”. La eficiencia, concepto 
básico de la ciencia económica, exige que una activi-
dad consiga alcanzar sus objetivos con el mínimo  de 
los recursos necesarios para ello, o bien que, con una 
cantidad de recursos dados, dicha actividad obtenga 
el máximo posible del objetivo u objetivos.

• El principio de “eficacia”. La eficacia está ligada a la 
obtención o cumplimiento de los objetivos fijados a 
una determinada actividad. Es por tanto indepen-
diente del principio anterior, ya que se puede ser 

“eficaz” y cumplir al 100% los objetivos fijados y ser 
“ineficiente” porque ese cumplimiento no se ha reali-
zado con el mínimo coste.

• El principio de economía. Supone la obtención de los 
recursos utilizados para el desarrollo de la actividad 
de que se trate al menor precio o coste, y siempre 
dentro de la calidad y de las especificaciones técnicas 
exigida.

Una forma comprensiva de los distintos tipos de au-
ditoría a efectuar en el sector público se encuentra en 
Isoard y Jiménez de Sandi (1979, pp. 18-19), quien en 
su estudio de la “auditoría del gasto público” manifiesta 
que la finalidad de diseñar un método de verificación de 
la efectividad, eficacia y eficiencia del gasto público oca-
sionó que a los tipos de auditoría conocidos se agregue el 
de resultados de programas, y que se entrame con todos 
ellos una estructura de enfoque que ilustra la  contextu-
ra a adoptar  para las tareas  del servicio de  auditoría  en  
el sector público, las cuales se clasifican en: a) auditorías 
horizontales que incluyen las administrativas (A), las 
de operaciones (O), y las financieras y de evaluación de 
programas (F); b) auditorías verticales que se aplican a 
las ramas de organización  (OG), de recursos humanos 
(RH), materiales (RM), financieros (RF), y de eficiencia 
y productividad (EP).

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

3 Se entiende aquí por “auditoría externa” la ejercida por entes supervisores integrados en el sector público, o designados por este sector, 

para llevar a cabo un trabajo de auditoría en un ente público.
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Tomando como pauta la trama formada por las audito-
rías horizontales y verticales se redactan guías, cuestio-
narios y programas para orientar por ramas las revisio-
nes de la organización general, de los recursos humanos, 
materiales y financieros, y de la eficacia y productividad. 
Los conjuntos de cada una de las ramas se integran 
como se indica en el anterior cuadro.

Estos tipos de auditorías estarían también contenidos 
en la “auditoría integrada”, la cual implica la realización 
de las auditorías financieras, de control de legalidad y 
de gestión, según el siguiente esquema (Termes, 1991, 
p. 34):

En Estados Unidos está instituida la single audit, audito-
ría única, que puede ser la auditoría integrada estado-
unidense. En 1984 fue instituida por el Congreso esta-
dounidense la Single Audit Act (the Act), implementada 
por la Circular A-128 de la Office of Management and 
Budget (OMB), aplicable de forma general a los entes 
gubernamentales locales y estatales, y a las organiza-
ciones sin ánimo de lucro que reciben en un año fiscal 
$300.000 o más, en  asistencia financiera federal. 

Pero, el Acta de 1984 no cubría colegios, universidades, 
hospitales u otros entes no lucrativos recepcionarios 
de fondos (United States General Accounting Office, 
2000). Ha sido modificada (ampliada) en julio de 1996 
e implementada por Circular A-133, revisada esta, a su 
vez, en junio de 1997. La single audit queda así concep-
tuada como “la auditoría del conjunto de una organi-
zación,  enfocada sobre el control interno de los recep-
cionarios de fondos y su cumplimiento de las leyes y las 
regulaciones que rigen las adjudicaciones de los fondos 
federales”. Así mismo, sus objetivos quedan establecidos 
como sigue: 

1. Promover una gerencia financiera razonable, inclu-
yendo un control interno efectivo con respecto a las 
concesiones (de fondos) federales, administradas por 
entidades no federales.

2. Establecer requerimientos uniformes para las audi-
torías de concesiones federales.

3. Promover la utilización eficiente y eficaz de los medios 
de la auditoría. 

4. Reducir las cargas de los gobiernos estatales y locales, 
de las tribus indias y de las organizaciones no lucra-
tivas.

5. Asegurar que los departamentos y las agencias fede-
rales utilizan al máximo la capacidad de la auditoría, 
según los fines perseguidos por el Acta. 

Estos objetivos son contemplados aplicadamente por 
la doctrina  con las siguientes expresiones (Freeman y 
Shoulders, 1993, pp. 788-789): 

Considerar la entidad como un todo: El auditor podría 
ser designado para determinar si, en el fondo, los esta-
dos financieros representan fielmente la situación finan-
ciera y los resultados de las operaciones, de acuerdo con 
los Principios Generalmente Aceptados (GAAP). Esto 
también incluye:

• Determinar si el gobierno ha cumplido con las leyes 
y reglamentaciones, si con las que discrepan pue-
den generarse efectos substanciales en los estados 
financieros de la entidad.

• Estudiar y evaluar los controles internos de la en-
tidad, determinando su naturaleza, su extensión, y 
eligiendo los procedimientos necesarios de audito-
ría al efecto de expresar una opinión de los estados 
financieros de la entidad.

- Referido a todos los programas de asistencia financiera 
estatal: El auditor podría determinar si la ayuda estatal 
está representada adecuadamente en relación con los es-
tados financieros básicos considerados como un todo.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

4 El XII Congreso del Intosai, celebrado en Sydney en 1986, acordó utilizar el nombre de auditoría de performance para la verificación 3E 

(Eficacia, Eficiencia, Economía).
5 La auditoría de eficacia recibe diversos nombres, como auditoría de programas, revisión de resultados, auditoría de resultados de 

programas y control de realizaciones.
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- Referido a todos los programas de asistencia financiera 
estatal: El auditor podría estudiar si el gobierno ha esta-
blecido sistemas de control interno, incluidos controles 
contables y administrativos, con el fin de proporcionar 
“seguridad razonable” de que el dinero del gobierno ha 
sido aplicado cumpliendo la legislación.

- Referido a cada uno de los programas de asistencia 
federal: El auditor podría ser designado para determinar 
si los gobiernos estatales y locales han cumplido con las 
leyes y las regulaciones que puedan tener un efecto mate-
rial en cada “programa de ayuda de elevada cuantía”.

La single audit incorpora los principios de las Normas 
de Auditoría Generalmente Aceptadas (GAAS), los de 
las Normas de Auditoría del Sector Público (GAGAS) 
y procedimientos de auditoría adicionales respecto a los 
programas de asistencia financiera federal.

A continuación se ejemplifica lo anterior en una sinopsis 
comparativa de la realización de una auditoría de gestión 
en diversos centros públicos o privados que reciben fi-
nanciación pública

La auditoría operativa de gestión pública según la le-
gislación y la normativa 

Las Directrices de aplicación europea de las Normas de 
Auditoría de la  International Organization of Supreme 
Audit Institutions, Intosai (N41, 1), definen la auditoría 
operativa como sigue: 

La auditoría o fiscalización operativa o de gestión signi-
fica auditoría de economía, de eficiencia y de eficacia, y 
comprende:

Hospital S. Juan de 
Dios (San Sebastián)

Análisis de gestión 
desde los aspectos: 

Hospital Cruz Roja  
(San Sebastián)

Hospital Ricardo 
Bermingham

Eusko Trenbideak/ 
Ferrocarriles Vascos

Osatek Tecnología 
Sanitaria de Euskadi 

SA

Análisis de gestión 
desde los aspectos: 

Análisis de gestión 
desde los aspectos: 

Análisis de gestión 
desde los aspectos: 

Análisis de gestión 
desde los aspectos: 

Descripción del Centro 
en el marco del entorno 
sanitario y servicios que 

presta. 

Descripción del Centro 
en el marco del entorno 
sanitario y servicios que 

presta.: 

Descripción del Centro 
en el marco del entorno 
sanitario y servicios que 

presta.

Aspecto estratégico. 
Situación actual del 

transporte de viajeros 
y de la Sociedad. 

Estrategias seguidas.: 

Descripción de la 
Sociedad y funciones, 
realizando a fecha del 

informe

----- Análisis de los objetivos 
de gestión.

------ Análisis de eficacia, 
eficiencia y economía.

------

Análisis de los recursos 
materiales y humanos.

Análisis de los recursos 
económico-financieros, 
materiales y humanos..

Análisis de los recursos 
económico-financieros, 
materiales y humanos.

Análisis de los recursos 
de la Sociedad.

Análisis económico-
financiero de la 

Sociedad.

Análisis de la 
actividad del Centro, 
especialmente de 
los procesos críticos 
de gestión en áreas 
de hospitalización, 
quirúrgica, serv. de   
hemodiálisis.

Análisis de la actividad 
del Centro, con especial 
consideración de los 
procesos críticos de 
gestión en las áreas de 
servicios que se prestan 
desde el Centro.

Análisis de la actividad 
del Centro, con especial 
consideración de los 
procesos críticos de 
gestión en las áreas 
de servicios que se 
prestan desde el Centro 
(asistencial).

Análisis detallado de la 
explotación.

Análisis de los procesos 
más críticos (planif. de 
la oferta de transporte) 
y los de interés para el 
Gobierno Vasco.

Análisis de los procesos 
de gestión. Especial 
consideración del 
contrato-programa 
firmado por la Sociedad 
con el Gobierno Vasco 
y la evolución de listas 
de espera en años 
objeto del informe.

----- ----- Análisis del proceso de 
imputación de costes.

----- ------

Formulación de 
conclusiones y 

recomendaciones en 
relación con los puntos 

anteriores.

Formulación de 
conclusiones y 

recomendaciones en 
relación con los puntos 

anteriores.

Formulación de 
conclusiones y 

recomendaciones en 
relación con los puntos 

anteriores.

Formulación de 
conclusiones y 

recomendaciones en 
relación con los puntos 

anteriores.

Formulación de 
conclusiones y 

recomendaciones en 
relación con los puntos 

anteriores.
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a) El control de la economía de las actividades adminis-
trativas, de acuerdo con principios y prácticas admi-
nistrativas razonables y con las directrices señaladas.

b) El control de la eficiencia en la utilización de los re-
cursos humanos, financieros y de cualquier otro tipo, 
junto con el examen de los sistemas de información, 
de las medidas de rendimiento y control, y de los pro-
cedimientos seguidos por las entidades fiscalizadas 
para corregir las deficiencias encontradas.

c) El control de la eficacia con que se han llevado a cabo 
los objetivos de la entidad fiscalizada y de los resulta-
dos alcanzados en relación con los pretendidos. 

La auditoría operativa (o “auditoría coste/beneficio”, 
“auditoría de la buena gestión financiera”, “auditoría 
de gestión”, etc.) consiste en el examen de la economía, 
eficiencia y/o eficacia (“las tres E”). Una auditoría ope-
rativa determinada puede tener por objetivo examinar 
uno o varios de estos tres aspectos.

Las Normas de Auditoría del Sector Público estadouni-
dense (United States General Accounting Office, GAO 
[2003]) definen la auditoría de gestión como un examen 
objetivo y sistemático de evidencias con el propósito de 
proporcionar una evaluación independiente de la ejecu-
ción y dirección de un organismo, programa, actividad 
o función pública, en orden a facilitar información que 
mejore la responsabilidad pública y facilite el proceso 
de toma de decisiones por parte de los responsables de 
supervisar o iniciar acciones correctivas. La auditoría de 
gestión comprende una amplia variedad de objetivos, 
incluyendo los relativos a asesoramiento y resultados, 
economía y eficiencia, control interno, cumplimiento de 
legalidad y equivalentes, así como trabajos relacionados 
con información prospectiva, orientativa o sumarizada  
(GAO, 2.9).

Las Normas de Auditoría del Sector Público de nuestra 
Intervención General de la Administración del Estado, 
IGAE (1998) determinan que las auditorías operativas 
incluyen auditorías de economía y eficiencia, auditorías 
de programas y auditorías de sistemas y procedimientos 
(IGAE, 2.1.5). Seguidamente se desarrollan estos con-
ceptos. 

La auditoría operativa constituye un examen sistemático 
y objetivo a fin de proporcionar una valoración indepen-
diente de las operaciones de una organización, progra-
ma, actividad o función pública, para evaluar el nivel de 
eficacia, eficiencia y economía alcanzado por ésta en la 

utilización de  recursos disponibles, detectar sus posibles 
deficiencias y proponer a la dirección las recomendacio-
nes oportunas en orden a corrección de aquéllas.

La auditoría de economía y eficiencia trata de determinar

a) si la entidad está adquiriendo, manteniendo y emplean-
do recursos tales como personas, propiedades, instala-
ciones, etcétera, de forma económica y eficiente;

b) las causas de ineficiencia, si las hubiera, y de las prác-
ticas antieconómicas;

c) si la entidad está cumpliendo con las leyes y demás 
normas sobre economía y eficiencia.

La auditoría de economía y eficiencia puede estudiar, 
entre otros aspectos, si la entidad:

a) está siguiendo procedimientos de contratación ade-
cuados;

b) está adquiriendo la cantidad necesaria de recursos y 
del tipo y calidad apropiados, y al coste adecuado;

c) está protegiendo y manteniendo adecuadamente los 
recursos;

d) está evitando la duplicación de tareas y la ejecución de 
trabajos inútiles;

e) está evitando la ociosidad y el sobredimensionamien-
to de la plantilla;

f) está empleando la cantidad óptima de recursos huma-
nos y materiales;

g) está cumpliendo las leyes y normas en aquellos as-
pectos que pudieran afectar significativamente la 
adquisición, protección y empleo de los recursos de 
la entidad;

h) tiene un sistema adecuado de control de la gestión;

i) ha establecido indicadores válidos y fiables de econo-
mía y eficiencia. 

Las auditorías de programas tratan de determinar:

a) en qué medida se alcanzan los resultados u objetivos 
establecidos por los legisladores o por los órganos que 
autorizan los programas;

12
6



INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia. Enero a Junio de 2005 INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia.  Enero a Junio de 2005

b) la eficacia de organizaciones, programas, actividades 
o funciones;

c) si la entidad ha cumplido las leyes y demás normas en 
aquellos aspectos relevantes para el programa.

La auditoría de programas, que también puede ser 
realizada acerca de servicios, actividades y funciones, 
pretende, entre otros:

- Valorar si los objetivos de un programa, bien sea éste 
nuevo o ya en funcionamiento, son adecuados, posibles 
y útiles.

- Determinar hasta qué punto un programa consigue sus 
resultados en el grado deseado.

- Establecer la relación entre el programa auditado y 
otros, analizando si  el cumplimiento los duplica, los 
solapa o entra en conflicto con ellos.

- Identificar vías que mejoren las operaciones de los 
programas.

- Determinar si se cumplen las leyes y demás normas en 
aquellos aspectos que son relevantes para los progra-
mas.

- Analizar si los sistemas de control de gestión miden, 
informan y valoran adecuadamente la eficacia de un 
programa.

- Determinar si se han establecido indicadores válidos y 
fiables de la eficacia del programa.

Las auditorías de sistemas y procedimientos consisten 
en el estudio exhaustivo de un procedimiento adminis-
trativo de gestión financiera con la finalidad de propor-
cionar su descripción completa, detectar sus posibles 
deficiencias o, en su caso, su obsolescencia, y proponer 
las medidas correctoras pertinentes o la sustitución del 
procedimiento de acuerdo con los principios generales 
de buena gestión.

En ocasiones, las auditorías pueden abarcar una com-
binación de objetivos financieros, de cumplimiento y 
operativos (auditoría integrada, en nuestra opinión); por 
ejemplo, dirigidas a verificar contratos de  programas o 

subvenciones incluyen a menudo objetivos financieros y 
operativos (IGAE, 2.1.8-13).

Según nuestra Ley General Presupuestaria (LGP) 47/
2003, de 26 de noviembre, la modalidad de la auditoría 
operativa, dentro de la auditoría pública, constituye el 
examen sistemático y objetivo de las operaciones y pro-
cedimientos de una organización, programa, actividad 
o función pública, con el objeto de proporcionar una 
valoración independiente de su racionalidad económico-
financiera y su adecuación a los principios de la buena 
gestión, a fin de detectar sus posibles deficiencias y 
proponer las recomendaciones oportunas en orden a la 
corrección de aquéllas (art. 164.1.c).

La LGP considera la auditoría operativa como una de las 
auditorías públicas específicas a realizar por la Interven-
ción General de la Administración del Estado, IGAE, 
en aquellos órganos y entidades del sector público estatal 
que se incluyan en el Plan Anual de Auditorías y con el 
alcance que se establezca en dicho plan, a través de las 
siguientes modalidades:

- Auditoría de programas presupuestarios, consistente 
en el análisis de adecuación de los objetivos y de los sis-
temas de seguimiento y autoevaluación desarrollados 
por los órganos gestores, la verificación de la fiabilidad 
de los balances de los resultados e informes de gestión, 
así como la evaluación del resultado obtenido, las al-
ternativas consideradas y los efectos producidos con 
relación a los recursos empleados en la gestión de los 
programas y planes de actuación presupuestarios.

- Auditoría de sistemas y procedimientos, consistente en 
el estudio exhaustivo de un procedimiento administra-
tivo de gestión financiera con la finalidad de detectar 
sus posibles deficiencias o, en su caso, su obsolescencia 
y proponer las medidas correctoras pertinentes o la 
sustitución del procedimiento de acuerdo con los prin-
cipios generales de buena gestión.

- Auditoría de economía, eficacia y eficiencia, consisten-
te en la valoración independiente y objetiva del nivel 
de eficacia, eficiencia y economía alcanzado en la utili-
zación de los recursos públicos (LGP, art. 170).

En nuestra Ley Reguladora de Haciendas Locales (RDL, 
2/2004) 6, artículo 221, encontramos el “control de efi-

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

6 Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 

Locales.
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cacia” como el que tendrá por objeto la comprobación 
periódica del grado de cumplimiento de los objetivos, 
así como del análisis del coste de funcionamiento y del 
rendimiento de los respectivos servicios o inversiones.

Funciones de los Órganos de Control Externo (OCEx) en 
la auditoría operativa de gestión pública

Estudiados en los apartados anteriores el alcance y las 
funciones  de la auditoría operativa de gestión pública, 
en éste exponemos las funciones de los Órganos de Con-
trol Externo (OCEx) de las administraciones públicas 
españolas en el ejercicio de esta auditoría. En nuestra 
exposición, comenzaremos con una semblanza de los 
OCEx y sus funciones, continuamos con la información 
a emitir, finalizamos con las  relaciones entre órganos de 
control interno y de control externo, y la colaboración 
de los auditores privados en la auditoría pública.

Semblanza de los Órganos de Control Externo (OCEx)
y sus funciones 

Los órganos de control externo son instituciones, pre-
vistas o no en los Estatutos de Autonomía, que han ido 
creando algunas de las Comunidades Autónomas para 
la fiscalización de las cuentas de su propio sector público 
y de las corporaciones locales de su ámbito territorial 
(Bisbal, 1995, p. 52).

Un órgano de control externo estatal es el Tribunal de 
Cuentas (Bisbal, 1995, pp. 53-54) definido en el artícu-
lo 136 de la Constitución Española como sigue: “1. El 
Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador 
de las cuentas y de la gestión económica del Estado, así 
como del sector público. Dependerá directamente de las 
Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación 
de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta Ge-
neral del Estado”.

Las funciones propias del Tribunal de Cuentas tienen 
una doble naturaleza, por lo que nos remitiremos al 
artículo 2º de su Ley Orgánica que distingue: “La 
fiscalización externa, permanente y consuntiva de la 
actividad económico-financiera de sector público. El 
enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que in-
curran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales 
o efectos públicos”.

Las Cámaras de Cuentas de las Comunidades Autó-
nomas, aunque orgánicamente dependen del Parla-

mento de la Comunidad respectiva, funcionalmente 
son  independientes. Es decir, los Órganos de Control 
Externo deben rendir cuentas al respectivo Parlamento 
Autónomo, en similitud al órgano de control externo es-
tatal (el Tribunal de Cuentas). Es necesario reforzar esa 
independencia para lograr la confianza en los trabajos 
de las diversas Cámaras, y la aceptación, por parte de los 
Parlamentos, de sus recomendaciones, para  la correc-
ción de los puntos débiles del sistema y conseguir una 
mejor gestión de los fondos públicos.

Cuando el párrafo primero del artículo 136.1 de la 
Constitución define al Tribunal de Cuentas como “su-
premo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión 
económica del Estado, así como del sector público” se 
entienden comprendidas en el “sector público” todas 
las administraciones y demás entidades de tal natura-
leza, incluidas, claro está, las corporaciones locales. La 
interpretación de dicho párrafo ha llevado al Tribunal 
Constitucional a las siguientes conclusiones (Bisbal, 
1995, pp. 56-57):

- “Que si bien la función fiscalizadora del Tribunal de 
Cuentas puede extenderse a todo el sector público, in-
cluidas las Corporaciones Locales, el ámbito principal 
preferente de su ejercicio es la actividad financiera del 
Estado y del sector público estatal.

- Que si bien el Tribunal de Cuentas es el organismo fisca-
lizador de la actividad financiera pública, no tiene por 
qué ser el único. Lo que exige el artículo 136.1 es que, 
de existir diversos órganos fiscalizadores, el Tribunal en 
cuestión mantenga frente a los mismos una relación de 
supremacía.

• Que, según se deduce de lo anterior, la competencia 
que a esos otros órganos fiscalizadores pueda atribuirse 
sobre las Corporaciones Locales no excluye ni es incom-
patible con la que al Tribunal de Cuentas pueda corres-
ponder sobre esas mismas Administraciones Públicas”.

En cuanto a la actividad que desempeñan estos orga-
nismos de control externo, hay que hacer notar que,  
al igual que se viene observado en el resto del sector 
público, entre sus objetivos no está el seguimiento de 
la obtención de beneficio y, por tanto, para evaluar el 
éxito de la gestión realizada suelen utilizarse los térmi-
nos o principios de economía, eficiencia y eficacia. En 
ejemplos que se muestran a continuación (Benito y 
Hernández, 1996, pp. 61-65) se puede observar cómo 
definen algunos OCEx sus funciones para conseguir los 
principios citados.
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• La Sindicatura de Comptes de la Generalitat Va-
lenciana, en su Ley 6/85, de 11 de mayo, recoge en 
el artículo 5, letra c), que le corresponderá “cuantas 
funciones,... para asegurar el cumplimiento de los 
principios financieros de legalidad, de eficacia y de eco-
nomía, exigibles al sector público”. La citada Ley en el 
artículo 8, apartado segundo, indica que el contenido 
de los informes deberá hacer referencia a los principios 
anteriores y, además, en la letra c) se dispone “evaluar 
si la gestión de los recursos humanos, materiales y de 
los fondos presupuestarios se ha desarrollado de forma 
económica y eficiente”. 

• El artículo 9, punto 3, de la Ley 1/1998, de 5 de febre-
ro, que regula el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas / 
HKEE, en referencia a la función fiscalizadora indica 
que se extenderá “al examen de la eficacia y la eficien-
cia de la actividad económico-financiera de los Entes 
integrantes del Sector Público Vasco…”. El informe a 
emitir sobre la liquidación del Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma deberá reflejar la “racionalidad en la 
ejecución de los gastos públicos basados en criterios de 
economía y eficacia”.

• En cuanto a Castilla-La Mancha, el artículo 11, 
letra a), de la Ley 5/1993, de 27 de diciembre, indica 
en relación con las funciones de la Sindicatura que la 
fiscalización externa de la actividad económico-finan-
ciera de su sector público deberá velar por la legalidad y 
eficiencia de cuantos actos den lugar al reconocimiento 
de derechos y obligaciones de contenido económico, así 
como de los ingresos y gastos que de ellos se deriven y, 
en general, de la recaudación, inversión o aplicación de 
los fondos públicos; mientras que el artículo 21, letra b) 
de la citada Ley, apunta que los informes deberán hacer 
referencia al “grado de cumplimiento de los objetivos 
previstos y si la gestión económico-financiera se ha ajus-
tado a los principios de economía y eficacia”. 

• En la Comunidad Autónoma Andaluza, en el Regla-
mento de Funcionamiento y Organización de la Cáma-
ra de Cuentas, de 9 de julio de 1991, en su artículo 
10, punto 1, establece que “la función fiscalizadora 
tiene carácter externo y permanente y se referirá al 

sometimiento de la actividad económica, financiera y 
contable del sector público a los principios de legalidad, 
eficacia, eficiencia y economía en relación con la conse-
cución de los objetivos y la ejecución de los programas 
de ingresos y gastos públicos”.

En las legislaciones de las Cámaras de Comptos de 
Navarra y de la Audiencia de Cuentas de Canarias se 
aprecia lo siguiente:

- El artículo 9 de la Ley de 20 de diciembre de 1984, de 
la Diputación Foral de Navarra, define los términos de 
legalidad, eficacia, economía y eficiencia, si bien estos 
dos últimos los aúna de la siguiente forma: “El control 
de economía y eficiencia tendrá por objeto analizar la 
forma en que se han de alcanzar los objetivos previstos 
atendiendo al menor coste en la realización del gasto”. 

- En el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias, el 
artículo 5 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, señala como 
funciones de la Audiencia de Cuentas “a) fiscalizar la 
actividad económico-financiera del sector público de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, velando por 
la legalidad, eficiencia y economía de cuantos actos...”; 
b) fiscalizar el grado de cumplimiento de los objetivos 
propuestos en los diversos programas presupuestarios”. 
Además en su artículo 6 define en qué consisten los 
controles de legalidad, eficacia y economía; este último 
es precisado en el punto 4 del  artículo en los siguien-
tes términos: “el control de economía se referirá a la 
relación entre los medios empleados y los objetivos 
realizados, con la finalidad de evaluar el coste efectivo 
en la realización del gasto público”.

En estas definiciones observamos, con  Benito López 
y Hernández Fernández (1996, p. 65),  la falta de una 
deseable uniformidad de criterios en las diferentes con-
ceptualizaciones.

En cuanto al ámbito y alcance de la fiscalización7 ex-
terna, ésta comprenderá el examen y aprobación de la 
Cuenta General8 correspondiente, el análisis de la situa-
ción del patrimonio público y sus variaciones, así como 
todas las modificaciones de los créditos presupuestarios 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

7 La auditoría es una fase previa a la fiscalización. Fiscalizar es, según el Diccionario de la Real Academia, “criticar y traer a juicio las ac-

ciones u obras de otro”. La fiscalización necesita la auditoría para poder criticar las cuentas. La fiscalización es pues una auditoría crítica.
8 A título ilustrativo, reseñamos que la Cuenta General del Estado deberá suministrar información sobre: a) La situación económica, finan-

ciera y patrimonial del sector público estatal. b) Los resultados económico-patrimoniales del ejercicio. c) La ejecución y liquidación de los 

presupuestos y el grado de realización de los objetivos (art. 130.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria).

12
9



INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia. Enero a Junio de 2005 INNOVAR, revista de ciencias administrativas y sociales. Universidad Nacional de Colombia.  Enero a Junio de 2005

iniciales (Fariña, 2004, p. 31). Por lo que se refiere a su 
contenido, la fiscalización versará sobre los siguientes 
extremos:

-    Verificación de la legalidad: Observancia de la Consti-
tución, de las leyes reguladoras de los ingresos y gastos 
del sector público y, en general, de las normas que 
afectan la actividad  financiera del mismo.

-  Cumplimiento de las previsiones y la ejecución de 
los presupuestos generales9 de las administraciones 
públicas territoriales y de las demás entidades sujetas 
a régimen presupuestario público.

-  Racionalidad en la ejecución del gasto público basada 
en criterios de eficiencia y economía.

-  Ejecución de los programas de actuaciones, inversio-
nes y financiación de las sociedades estatales y de los 
demás planes o previsiones que rijan la actividad de 
las empresas públicas, así como el empleo o aplicación 
de las subvenciones con cargo a fondos públicos.

Expresiones todas ellas extraídas de la LOTCu (Ley Or-
gánica del Tribunal de Cuentas) y que son de aplicación 
general a todo el sector público.

Mencionamos, finalmente, el papel de los OCEx ante 
la contabilidad nacional (Grupos de Trabajo de los 
VIII Encuentros Técnicos de los Órganos de Control 
Externo, 2004, pp. 4-5) en cuanto a obtener una repre-
sentación del circuito económico que sea inteligible y 
adaptada a las necesidades del análisis, de la previsión y 
de la política económica. Este papel puede orientarse a 
los siguientes puntos:

- Evaluación de la suficiencia y adecuación de la informa-
ción contenida en los presupuestos (iniciales y modifi-

caciones), liquidaciones y estados contables rendidos.
- Comprobación de que la elaboración, aprobación y 

ejecución de los presupuestos se realiza en un marco 
de estabilidad presupuestaria.

-  Análisis de las entidades que conforman el sector pú-
blico: revisión de memorias, porcentajes de participa-
ción, composición de los órganos de gobierno, normas 
reglamentarias de aplicación.

Para el desarrollo de estas tareas es necesario un pro-
fundo conocimiento del SEC9510 y de los ajustes en la 
contabilidad presupuestaria que se propugnan en su 
Manual sobre déficit público y deuda pública. 

Por otra parte, en la función fiscalizadora de los OCEx 
debe efectuarse un control de calidad de la misma. Se 
pueden expresar las siguientes características del sistema 
de control de calidad en las auditorías públicas (Cabeza, 
2002, pp. 5 y 7):

- Este control forma parte de la estructura organizati-
va de la entidad.

- La definición y organización de control deberá adaptar-
se a la propia configuración y tamaño de la entidad y 
en su diseño deberá tenerse en cuenta la repercusión 
coste/beneficio derivado de su implantación y la inci-
dencia temporal en el proceso de implantación defini-
tiva de los informes.

- El sistema de control no debe limitarse a la revisión a 
posteriori de determinados trabajos sino que aspectos 
como los siguientes forman parte del mismo:

* Selección del personal.

* Formación profesional continuada.

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

9 Dodero Jordán (2002, p. 108-109) expresa que, de acuerdo con los niveles de importancia relativa, los objetivos del presupuesto podrían 

clasificarse en dos grandes niveles: objetivos generales de la política económica y objetivos de programas. En los objetivos generales de 

política económica se trata de utilizar el presupuesto como instrumento correcto de determinados parámetros de tipo social o económico 

cuyo nivel actual no resulta satisfactorio, o bien, sea susceptible de mejora. Por lo que respecta a los objetivos de programa, su defin-

ición constituye la base para la elaboración del presupuesto de gastos. Modernamente se entiende que un presupuesto no debe ser una 

simple relación de límites por encima de los cuales no se puede gastar, sino una relación  valorada de medios económicos que permitan 

el logro de los objetivos expuestos en los programas de gasto. El programa debe contener, en consecuencia, una correcta definición de 

los objetivos a alcanzar, y la consecuente valoración de medios conformará la partida presupuestaria, que es el equivalente a la cuenta 

en la contabilidad por partida doble.
10 El sistema europeo de cuentas económicas integradas (SEC) constituye un conjunto coherente y detallado de cuentas y cuadros cuyo fin 

es dar una visión sistemática, comparable y lo más completa posible de la actividad económica de cada país miembro de las Comunidades 

Europeas.
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* Emisión de normas profesionales.

* Revisión o evaluación de su aplicación.

* Emisión de recomendaciones o carácter construc-
tivo del control.

* Desarrollo obligatorio.

* Debe abarcar todo el proceso de fiscalización, desde 
que inicia trabajo, planificación y ejecución, hasta la 
fase informe.

* Estará concebido para que todos los trabajos de la 
entidad presenten un nivel de calidad uniforme.

* Es una garantía frente a los destinatarios del infor-
me, incrementando su confianza en los informes 
realizados. 

- A título de ejemplo, en la Cámara de Comptos de Na-
varra, entre las instrucciones complementarias para las 
funciones fiscalizadoras de este organismo se establece 
–en concepto de Instrucción nº 8– el control de calidad 
de dichas funciones, como sigue:

* De forma paulatina se introducirán los controles, 
internos y externos, de calidad sobre los infor-
mes.

* Estos controles actuarán de forma periódica y 
selectiva.

* El control interno, previo a la emisión del informe 
definitivo, se realizará por uno de los auditores no 
ponentes del trabajo de que se trate. 

* El control externo se efectuará a posteriori y será 
encomendado a un profesional o a una entidad 
pública o privada de auditoría.

Información a emitir por los Órganos de Control Exter-
no (OCEx)

Tomando como ejemplo los informes emitidos por 
la Sindicatura de Comptes de Catalunya en el cum-
plimiento de sus funciones (Revista Auditoría Pública, 
1995, p. 62), dichos documentos se pueden clasificar del 
siguiente modo:
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- Cuentas Generales. Se elaboran dos cada año: la Cuen-
ta General de la Generalitat y la Cuenta General de 
las Corporaciones Locales. Son informes que reúnen 
la información financiero-contable de todos los entes 
(departamentos o corporaciones y sus empresas y orga-
nismos autónomos dependientes) de cada ámbito.

- Informes sobre un organismo o centro de gestión, 
o sobre aspectos o áreas concretas del mismo. Es el 
informe de auditoría más común. Cubre cuestiones 
de legalidad y contabilidad, y algunos aspectos de la 
gestión (eficiencia eficacia, etc.).

- Informes “horizontales” que examinan un aspecto o 
cuestión en diversos centros de gestión u organismos. 
Por ejemplo, el absentismo en los diversos departamen-
tos de la Generalitat.

- Informes especiales, estudios o dictámenes realizados 
por encargo del Parlament.

Los informes que tratan cuestiones o entes de ámbito 
autonómico son enviados al Parlament de Catalunya, 
donde hay una comisión especial encargada de estu-
diarlos y de emitir dictámenes al respecto. El texto de 
dichos informes sale publicado en el Butlletí Oficial 
del Parlament y una resolución en el Diario Oficial del 
Parlament de Catalunya. Los informes de ámbito local 
son remitidos a la corporación local correspondiente y, 
a título de información, al Parlament.

El aspecto más importante del trabajo que desarrollan 
los OCEx son las recomendaciones formuladas en los 
informes (Ordoki, 2001, p. 7). Mediante ellas se ofrecen 
al gestor ideas y sugerencias sobre cómo mejorar la ges-
tión pública, que, en definitiva, es la finalidad última 
del trabajo de los OCEx y lo que les da su razón de ser.

Las recomendaciones concretan la independencia, obje-
tividad, experiencia y rigor profesional que deben presi-
dir la labor de los OCEx, las acciones y medidas que el 
ente auditado debe adoptar para corregir y mejorar las 
situaciones y deficiencias puestas de manifiesto por las 
instituciones de control externo en sus informes.

Si tuviésemos que elegir un indicador que midiera la 
eficacia de las instituciones de control externo, sin 
duda éste sería el que nos permitiría medir el grado de  
implantación, por parte de las entidades públicas audi-
tadas, de las recomendaciones que formulan los OCEx 
en sus informes.

Las necesidades cambiantes del entorno obligan a 
evolucionar. Según Termes i Angles (1995, p. 66), los 

proyectos en un futuro inmediato se centrarán en au-
mentar los informes sobre la eficiencia y la eficacia de la 
administración pública, configurando un departamento 
dedicado exclusivamente a la revisión de contratos, y en 
crear un equipo de intervención rápida para actuar ante 
aquellas irregularidades que sean notificadas o lleguen 
a conocerse. 

Relaciones entre órganos de control interno y de 
control externo. Colaboración de auditores 
privados en la auditoría pública

El control interno de la actividad financiera del sector 
público está atribuido en la legislación vigente (leyes re-
guladoras del régimen financiero y presupuestario, tanto 
a nivel Estado como de cada comunidad autónoma, y 
con respecto a las corporaciones locales en la legislación 
básica del régimen local) a órganos encuadrados dentro 
de su común estructura jerárquica (Carril, 1997, pp. 50-
52). A título de ejemplo, la Ley 11/92, reguladora del 
Régimen Presupuestario y Financiero de Galicia, en su 
artículo 93 señala: “la Intervención General de la Co-
munidad Autónoma ejercerá sus funciones de control 
interno con plena autonomía respecto a los órganos 
responsables de la gestión controlada”.  En otro orden, 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), ya 
citada, alude a los siguientes tipos de control interno:

- Fiscalización del reconocimiento de derechos y obliga-
ciones, que será realizado por la función interventora 
(art. 214.1).

- Control financiero, que será realizado por procedimientos 
de auditoría (art. 220.1).

- Control de eficacia, sobre el que expresa su objetivo, 
pero no quiénes tienen que realizarlo (art. 221).

Es decir, las disposiciones administrativas no siempre 
determinan qué cargos o unidades tienen la responsabi-
lidad del control interno en cada caso.
 
Con  respecto al control externo, la propia Constitu-
ción en sus artículos 136 y 153 sienta las bases de su 
organización, regulando al Tribunal de Cuentas, si bien 
el desarrollo constitucional efectuado por los estatutos 
de autonomía, que previeron la existencia en algunas 
comunidades autónomas de órganos fiscalizadores ex-
ternos en su ámbito, ha llevado al marco actual en el 
que conviven los entes fiscalizadores citados, cuyo deno-
minador común es la independencia con respecto a las 
administraciones sujetas a control.
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De lo expuesto se deduce uno de los primeros obstáculos 
para una adecuada relación entre ambas modalidades de 
órganos de control: la independencia o dependencia con 
respecto al sujeto controlado, ya que si bien los órganos 
de control interno gozan en algún caso de plena autono-
mía de las autoridades y demás entidades cuya gestión 
fiscalicen (Comunidad Autónoma de Galicia), no es 
menos cierto que unido al principio de autonomía está 
el de independencia. Esta circunstancia no concurre en 
los casos en los que los órganos de control interno se 
encuadran dentro de la jerarquía administrativa. 

Vamos a referirnos brevemente a las relaciones que pue-
den tener los diferentes órganos de control, tanto inter-
nos como externos, en la administración. Teniendo en 
cuenta que la cultura fiscalizadora o de control existente 
en la administración es relativamente escasa, esto lleva a 
ciertas rigideces en los cauces de relación entre órganos 
de control internos y externos, poniendo de manifiesto 
la necesaria elaboración de un marco definido de rela-
ciones interadministrativas que permita el ejercicio de 
funciones por parte de ambos órganos con arreglo a los 
principios de economía, eficiencia y eficacia.

En la actualidad, el análisis del marco de relaciones exis-
tente debe partir de los principios que de forma común 
han de inspirar la actuación de todas las administracio-
nes públicas, recogidos en el artículo 103.1 de la Consti-
tución y que, en este trabajo, podemos resumir en tres: 
eficacia, colaboración y coordinación.

La eficacia es el pilar básico en el funcionamiento de 
cualquier tipo de organización, máxime si el análisis 
se centra en las organizaciones públicas, que persiguen 
como fin último la satisfacción de intereses generales. El 
profesor Alfonso Parejo llega a afirmar sobre este parti-
cular que “la eficacia ha llegado a ser una de las fuentes 
de legitimación de los poderes públicos” (Carril, 1997).

La colaboración entre las distintas entidades encuadradas 
dentro de la administración pública tiene su razón de ser 
en el principio de lealtad institucional instaurado por el 
texto constitucional y que se plasma en varias leyes bási-
cas de distinto ámbito. Este principio de colaboración se 
desarrolla en los siguientes deberes:

- De información facilitada a otras administraciones 
para desarrollo de sus competencias.

- De asistencia a otras administraciones, solicitada para 
el eficaz ejercicio de sus funciones.

Con respecto al principio de cooperación o colaboración, 
las leyes reguladoras de los distintos OCEx establecen el 
deber de colaboración de todos los organismos sujetos 
a su control, estableciendo la obligación de suministrar 
cuantos datos, estados, documentos, antecedentes o 
informes se les solicite, e instaurando un régimen de 
sanciones para los eventuales incumplimientos. 
Con referencia a la coordinación, ésta puede definirse 
como la técnica de relación administrativa, cuyo objeto 
es la flexibilización y prevención de las disfuncionali-
dades derivadas del sistema de distribución de compe-
tencias, ya sea entre órganos o entre las propias admin-
istraciones públicas.

Entre las técnicas de coordinación existentes, desde el 
punto de vista orgánico, destaca, por su utilización en 
otros ámbitos, la creación de órganos ad hoc. La Ley 30/
9211 sirve de marco para la creación de órganos colegia-
dos a nivel superior que actúan como redes de discusión 
y fijación de líneas de actuación administrativa. En un 
segundo nivel habría que añadir la creación de posibles 
comisiones o grupos de trabajo de carácter eminente-
mente técnico.

En la legislación reguladora de la actuación de los órga-
nos de control interno y externo son escasas las referen-
cias a técnicas de coordinación entre ambos. Únicamen-
te en el aspecto organizativo de algunos de los órganos 
implicados se ha dado algún tipo de iniciativa, como la 
creación de servicios de estudios y análisis previos de 
auditorías o informes realizados por otros órganos impli-
cados en el control o la aparición, por motivos de simpli-
ficación administrativa de unidades específicas dentro 
de su estructura, que sirven de mero cauce de recepción 
y envío de información. Así, en el caso concreto de la 
Comunidad Autónoma de Galicia existen, dentro de la 
estructura de la intervención general, dos unidades ad-
ministrativas, con categoría de sección, para las relacio-
nes con el Consello de Contas. Esto supone un primer 
paso en aras de la obtención de líneas de coordinación 
entre ambos organismos, si bien la naturaleza directiva 
intermedia de dichas unidades no las configura como 
interlocutores válidos y con la necesaria capacidad de 
decisión para profundizar en la coordinación.

 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

11 Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Artículo 

5.1: La Administración General del Estado y la Administración de las Comunidades Autónomas pueden crear órganos para la cooperación 

entre ambas, con funciones de coordinación o cooperación.
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En este apartado también queremos hacer referencia a 
la colaboración de los auditores privados en la auditoría 
pública.

En los trabajos de auditoría efectuados por los OCEx, 
en algunas ocasiones participan los auditores privados. 
Aunque la participación de los auditores de firmas priva-
das en el ámbito de la empresa pública ha sido habitual, 
son pocas las experiencias de colaboración entre audi-
tores de los sectores público y privado en la realización 
de auditorías en entidades sometidas a la contabilidad 
pública, es decir, en el ámbito de la administración 
(Muruzábal, 1997, pp. 72-73).

Varias son las causas que pueden citarse sobre esta cir-
cunstancia:

- El gran número de entidades públicas que siguen sin 
someterse a auditorías periódicas.

- La especialización de los auditores públicos y privados 
en sus respectivos campos.

- Las diferencias y características propias de la contabili-
dad pública.

- La consideración de que el sector público debe ser audi-
tado exclusivamente por auditores públicos.

Actualmente, esta tendencia comienza a  variar como 
consecuencia del relativo auge de la auditoría pública. 
En este sentido, los gestores de las administraciones 
aceptan la fiscalización como una práctica necesaria y 
positiva, han surgido foros en los que se debate la labor 
de los órganos de control, salen a la luz publicaciones 
sobre contabilidad y auditoría pública, y se han incor-
porado estas materias a los planes de estudio de varias 
titulaciones universitarias. A las circunstancias mencio-
nadas hay que añadir el hecho de que la colaboración 
entre los sectores público y privado es aceptada de una 
manera más normalizada, sin que se levanten las suspi-
cacias que latían en el pasado.

A estos efectos se puede citar el caso de que la Comu-
nidad Foral de Navarra cuenta con un amplio y disemi-
nado sector local13. Se trata de un sector poco homogé-
neo en el que, no obstante, destaca como característica 
principal el reducido tamaño de sus componentes. Pero 
los medios de fiscalización disponibles por la Cámara 
no eran suficientes para una auditoría anual, como es 
necesario. 

Se decidió, por ese motivo, solicitar la colaboración del 
sector privado para aumentar la fiscalización de las enti-
dades locales de Navarra, partiendo de la premisa de que 
las empresas privadas se encargarían de las entidades 
locales menos importantes en cuanto a presupuesto y 
tamaño; la subcontratación de los informes se ha limita-
do al trabajo de campo y borrador de informe. En todos 
los casos, la selección del auditor-colaborador se ha rea-
lizado mediante proceso de contratación ampliamente 
publicado, cuyas solicitudes han suscrito gran número 
de concursantes.

Tomando como ejemplo una vez más la experiencia de 
Navarra se puede resaltar lo siguiente:

- Mientras los OCEx no dispongan de medios para au-
ditar las entidades locales anualmente, la colaboración 
con los auditores privados puede ser una vía válida de 
trabajo que permita un mayor control del sector local.

- Desde el punto de vista de la calidad técnica de los 
trabajos, ésta es satisfactoria.

- Se observa un interés creciente de los auditores del 
sector privado por trabajar en el sector público.

- Es conveniente establecer algún sistema para que 
exista una mayor experiencia entre auditores privados, 
favoreciendo la máxima concurrencia en las adjudica-
ciones que se realicen.

- La colaboración de técnicos de entidades públicas 
y privadas es enriquecedora desde el punto de vista 
profesional, ya que permite conocer nuevos métodos, 
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12 Para una extensión territorial de 10.421 kilómetros cuadrados y una población de poco más de medio millón de habitantes existen 271 

ayuntamientos, de los cuales sólo quince superan los 5.000 habitantes.
13 La diferencia entre lo que es y lo que debería ser, tomando debería en un sentido ético y no lógico, se apoya fundamentalmente en la 

diferencia entre posiciones positivas y normativas. Mientras las primeras se basan en lo que es, fue o sería y se refiere al universo en que 

vivimos, las segundas se fundamentan en lo que debería ser, dependiendo de nuestro sentido de lo que es bueno o malo. Las proposiciones 

normativas dependen de nuestros “juicios de valor”, que nunca son contrastables con la evidencia empírica (San Martín Menéndez, 1993,

p.467)
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puntos de vista, etc., lo que debe redundar en una me-
jora de la labor desarrollada tanto desde los órganos de 
control públicos como desde las empresas privadas.

Conclusiones

Las conclusiones de lo expuesto se efectuarán desde los 
puntos de vista del propio trabajo del auditor y en rela-
ción con la actividad de los OCEx.

Del trabajo de la auditoría operativa de gestión en el 
sector público se pueden concluir las siguientes conse-
cuciones:

Concretándonos al análisis de eficacia, si bien es cierto 
que la fijación de objetivos y su determinación cuantita-
tiva o cualitativa están reservadas al estamento político, 
y por tanto entra en el campo de los juicios de valor13, no 
quiere decir esto que la fiscalización no pueda realizar 
un cierto análisis de objetivos.

La auditoría operativa puede abordar, por ejemplo, si la 
información básica utilizada tanto para la toma de deci-
siones sobre los propios objetivos como para la fijación 
de los medios a utilizar para alcanzarlos es correcta, está 
completa y es fiable.

Asimismo, la auditoría puede realizar un análisis de 
efectos no considerados, en especial de los negativos, y 
un análisis de la gestión que permita una valoración del 
grado y la calidad de cumplimiento de los objetivos. Este 
tipo de análisis podría referirse a:

1. Examinar si los medios asignados son adecuados en 
cantidad y calidad a los fines u objetivos establecidos.

2. Examinar si los fines son compatibles entre sí, lo que 
supone un análisis global de objetivos para compro-
bar si existe coherencia entre ellos. 

3. Examinar si los medios empleados son congruentes 
entre sí, sin que se produzcan fricciones entre ellos. 
Por ejemplo: incentivar la mecanización del sector 
agrario para aumentar la producción y al mismo 
tiempo introducir un impuesto sobre la superficie 
para financiar la mecanización (San Martín, 1993, 
pp. 469-470).

En cualquier caso, estamos de acuerdo con Jones y Bates 
(1994, pp. 236-237) en que el auditor está bien situado 
para llevar a cabo el trabajo de VFM (value for money), 
ya que:

a) tiene acceso a la información financiera;

b) tiene acceso a la información de la dirección;

c) es independiente;

d) tiene una formación profesional;

e) es asequible.

La desventaja principal con que se encuentra el auditor 
para llevar a cabo la auditoría VFM es la falta de espe-
cialización en muchos de los servicios susceptibles de 
proveer. No obstante, el background con que cuenta el 
auditor reemplaza normalmente esta falta de especiali-
zación, la cual, es suplida generalmente por servicios de 
expertos especializados.

Existen tres grandes categorías del trabajo de “valor por 
dinero”. El tipo más simple de este trabajo es su realiza-
ción como un objetivo secundario de algún cometido 
más importante. Es la labor que vienen realizando tra-
dicionalmente los auditores. El segundo tipo de trabajo 
implica la comprobación de que una organización tiene 
la estructura necesaria y la información para llegar a una 
buena gestión “valor por dinero”. La última categoría del 
trabajo VFM es la más interesante porque conlleva la 
introducción de nuevas ideas y actitudes en la gerencia 
para proveerlas de la naturaleza y las ventajas de mejores 
prácticas en un campo dado.

Así pues, el auditor es a menudo requerido para ser con-
sultado por el auditado. Consecuentemente, la función 
VFM no está limitada a revisiones sobre organización y 
cumplimiento. Existen dos áreas donde el auditor puede 
ayudar: a) apoyo en la técnica organizacional y b) ayuda 
de una filosofía gerencial moderna.

Jones y Bates (1994, p. 254) manifiestan la influencia 
que los auditores son susceptibles de ejercer en las áreas 
de las competencias técnicas y las actitudes de trabajo de 
los auditados, según se expresa a continuación:

- Técnicas organizacionales. Considerando los planes de re-
visión, se pueden discutir problemas asociados con una 
información gerencial inadecuada. Si bien el auditor 
sólo revisaría la información contable, hay otras áreas 
donde su actuación puede ser productiva. 

- Cómo puede ayudar el auditor. El personal que presta 
servicios en la administración piensa en términos de 
obtener provecho inmediato en la solución de los pro-
blemas diarios. De igual forma razona el personal del 
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resto de los servicios públicos. El auditor es alguien que 
puede erradicar, hasta cierto punto, este día a día ruti-
nario. Aporta la oportunidad de planificar e investigar 
nuevas ideas donde otros encuentran dificultades. Esta 
área del trabajo de auditoría puede ser extremadamente 
provechosa en la medida en que aporta ideas creativas 
dirigidas a persuadir a la gerencia superior y finalmente 
a controlar la mejora de los servicios.

- Conseguir cambios. El auditor puede promover cambios 
en varios sentidos, como sigue:

a) Incluir recomendaciones detalladas en la revisión de 
la organización y el cumplimiento de los informes.

b) Proporcionar consejo a quienes soliciten asesoramien-
to.

c) Promocionar la formación de estructuras gerenciales 
dedicadas a mejorar los servicios. 

El compromiso del auditor aquí está en encontrar los 
procedimientos más efectivos para proveer los servicios 
y aportar recomendaciones a la gerencia. El auditor pue-
de informar y asesorar sobre los objetivos de la entidad, 
ya que necesita conocerlos por una serie de razones, 
entre otras, las siguientes:

a) Para saber si los objetivos de la gerencia están diseña-
dos con el fin de alcanzar los objetivos políticos.

b) Para entender los objetivos de la gerencia, así como 
para evaluar la adecuación de los procedimientos y la 
información usada por la gerencia.

c) Si los objetivos de la gerencia no están claramente 
establecidos, poder utilizar esta evidencia de organi-
zación deficiente para instaurar el VFM dentro de la 
entidad.

Igualmente puede aportar asesoramiento como conse-
cuencia de la auditoría de resultado de programas, ya 
que ésta  permite obtener información acerca de la efi-
cacia en la ejecución de los programas públicos. En este 
sentido, persigue como objetivos básicos:

- Enjuiciar la idoneidad del sistema implantado por los 
órganos gestores de los programas para medir la efica-
cia de los mismos.

- Determinar si el programa consigue satisfactoriamente 
el nivel deseado de resultados.

- Identificar, en su caso, las causas que imposibilitan una 
adecuada ejecución del programa.

Esta información es altamente valiosa, tanto para los 
órganos de gestión como para los órganos de presupues-
tación. Las auditorías han servido en algunos casos para 
rediseñar los objetivos y los indicadores de los progra-
mas, y sobre todo para inducir una mejora sustancial en 
los sistemas de información y seguimiento, con lo cual se 
puede producir la retroalimentación del sistema, que es 
esencial a la presupuestación por programas.
En relación con la actividad de los OCEx, podemos 
reseñar: 

1. Los OCEx son instituciones para la fiscalización de las 
cuentas de su propio sector público. Es aconsejable el 
establecimiento de una coordinación suficiente entre 
el Tribunal de Cuentas y los Órganos de Control 
Externo de las Comunidades Autónomas para lograr 
un mayor cumplimiento de los objetivos de eficacia 
y economía enunciados por la propia Constitución. 
Las distintas comunidades autónomas deberán revi-
sar sus normas, con el objeto de homogeneizar las 
definiciones de los términos de economía, eficiencia 
y eficacia. Serían convenientes auditorías anuales de 
las corporaciones locales, aun con la colaboración de 
auditores privados competentes.

2. Deberá establecerse formalizadamente un control de 
calidad sobre la función fiscalizadora de los OCEx, 
que formará parte de la estructura organizativa de la 
entidad, abarcando todo el proceso de fiscalización, 
concebido para que todos los trabajos de dicha en-
tidad presenten una calidad uniforme y sean una 
garantía para los destinatarios del informe.

3. Lo más importante del trabajo que desarrollan estas 
instituciones (OCEx) son las recomendaciones for-
muladas en los informes, que sugieren cómo mejorar 
la gestión pública, finalidad última del trabajo de los 
OCEx. 

4. Es necesaria la coordinación entre los diferentes órga-
nos de control (interno y externo), evitando con ello 
duplicidades o controles innecesarios, que obviamen-
te afectan negativamente a la gestión (Carril, 1997, 
pp. 50-52). También se requiere una comunicación 
entre los distintos OCEx.
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